Radicación: 66001-31-87-003-2020-00114-01

Accionante: Marina Mejía Bernal

Accionado: Colpensiones

Decisión: Confirma


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / APELACIÓN DICTAMEN / REQUERIMIENTO PARA ACTUALIZAR LOS DATOS / ES EXIGENCIA PROCEDENTE / SE DENIEGA EL AMPARO. 

El artículo 48 de la Constitución consagra el derecho a la seguridad social como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional. Además, en la mayoría de situaciones ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte…
En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez…
En el caso bajo estudio, Colpensiones reconoció que la accionante presentó dentro del término oportuno su inconformidad en contra del Dictamen de invalidez proferido en su nombre; sin embargo, refiere que, a efectos de determinar cuál sería la Junta Regional que debería dirimir la controversia suscitada, y también para garantizar que no se presente una suplantación de identidad, por cuanto los datos suministrados para efectos de notificación en el recurso no coinciden con la información obrante en el expediente administrativo.

Frente al particular, la Sala considera, al igual que el Juez de instancia, que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben…
De manera que esta Colegiatura no avizora en esta ocasión el posible interés por parte de Colpensiones en dilatar el cumplimiento de sus funciones legales, por ejemplo, tardando la remisión del expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, máxime si no hay certeza de cuál de ellas debería recibir el asunto, si la del Quindío o la de Risaralda.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte de la señora MARINA MEJÍA BERNAL, en contra del fallo de tutela por medio del cual el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira negó la solicitud de amparo constitucional instaurada en contra de COLPENSIONES.
ANTECEDENTES:

Narró la accionante que Colpensiones emitió dictamen de PCL en primera oportunidad; sin embargo, al no encontrarse de acuerdo con el resultado de su valoración, decidió interponer recurso de apelación. 

Más adelante, la accionante intentó por vía telefónica efectuar una actualización de datos aportando una nueva dirección. 

El 17 de diciembre de 2020 Colpensiones le indicó mediante escrito Nro. 2020-12972873 que, para poder tramitar el pago de honorarios y remisión del expediente a la Junta Regional de calificación de Invalidez, resulta necesario que ella aclare cuál es su lugar de residencia. 
La accionante no está de acuerdo con las exigencias de Colpensiones, pues hasta tanto no sean pagados los honorarios de la Junta Regional de Calificación, no será viable la consecuente remisión del expediente para pronunciarse frente al dictamen. Por esa razón, pidió que se le ordene a esa AFP proceder en ese sentido. 

TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

1. Admisión y conformación del contradictorio: 
El Despacho de conocimiento admitió la acción mediante auto del 28 de diciembre de 2020, en el cual ordenó correr traslado del escrito a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción. 
2. Intervenciones: 

Dentro del término de traslado, el Gerente de Defensa Judicial de Colpensiones, Diego Alejandro Urrego Escobar, presentó escrito en el que argumentó, en síntesis, que para poder gestionar la apelación presentada por la accionante en contra del dictamen de invalidez emitido por esa entidad, es necesario que Ella proceda a efectuar una actualización de sus datos, tal y como ya se le informó a ella, dado que en el expediente aparecen registradas diversas direcciones, las cuales están ubicadas en distintas ciudades (Pereira y Armenia), por lo que es necesario corroborar esa información para poder determinar a cuál Junta Regional se debe enviar el asunto.
3. Sentencia 
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de primera instancia resolvió mediante fallo del 4 de enero de 2021, negar la solicitud de amparo constitucional, por cuanto le parecieron justificados los argumentos presentados por Colpensiones para no darle trámite al recurso de apelación promovido por la accionante en contra del Dictamen de invalidez inicial.   
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez enterada de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término legalmente previsto, la señora Marina Mejía Bernal presentó impugnación, para lo cual argumentó que, debido a la emergencia sanitaria, para ella es imposible efectuar de manera personal una actualización de sus datos personales, razón por la cual eligió hacer uso de los otros canales de comunicación de los que dispone la entidad, específicamente a través de una llamada telefónica. 
Por esa razón, la recurrente considera que se están vulnerando sus derechos fundamentales y que es necesaria la intervención del Juez de tutela. 


Entonces, pidió que se revoque la decisión de primera instancia, y en su lugar se conceda la solicitud de amparo. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Problema Jurídico: 
En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste la razón a la impugnante, al aseverar que Colpensiones viene quebrantando sus derechos fundamentales, de tal manera que deba revocarse el fallo de primera instancia, o si por el contrario el mismo se encontró ajustado a derecho.  
3. Solución:
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Sobre el derecho a la seguridad social:  

El artículo 48
 de la Constitución consagra el derecho a la seguridad social como una prerrogativa de rango fundamental e irrenunciable que debe ser garantizada por el Estado Colombiano a todos los habitantes del territorio nacional. Además, en la mayoría de situaciones ocurre que de su efectiva prestación depende la materialización de otro tipo de derechos, como la dignidad humana y el mínimo vital, en especial si se le mira de cara al reconocimiento de las contingencias especiales de invalidez, vejez o muerte, en que se requiere el apoyo del Estado para lograr un equilibrio, bien en cuanto a calidad de vida del sujeto y/o su núcleo familiar, o ya en el ámbito económico, desde el punto de vista de la posibilidad de acceder a los recursos básicos de subsistencia de la persona.
En ese orden de ideas, puede afirmarse que los dictámenes de PCL constituyen una de las típicas formas en que se alude al derecho fundamental a la seguridad social, básicamente porque lo que busca con estos no es un mero concepto, sino verificar si de aquellos se desprende el eventual cumplimiento de uno los requisitos de base para que el calificado se haga acreedor a una pensión de invalidez, precisamente como forma de ingreso fijo para sufragar las necesidades mínimas de quien ha perdido su capacidad para continuar laborando.  

Por esta razón, la norma prevé diversas instancias en las cuales se puede verificar la pérdida de capacidad de quien pretende hacerse acreedor de un reconocimiento pensional de esta naturaleza, así, bajo los parámetros del artículo 41 de la Ley 100 de 1993, se tiene que quienes están llamados en primera oportunidad a medir el grado de invalidez de una persona son, por regla general, la AFP a la cual se encuentre afiliada (en aquellos eventos en que el riesgo o patología indica ser de origen común), o la ARL (cuando se trata de enfermedades
 o accidentes
 laborales o profesionales). 

De igual forma, el mentado Estatuto de la Seguridad Social contempla la posibilidad de controvertir el dictamen inicial, así: “(…) En caso de que el interesado no esté de acuerdo con la calificación deberá manifestar su inconformidad dentro de los diez (10) días siguientes y la entidad deberá remitirlo a las Juntas Regionales de Calificación de Invalidez del orden regional dentro de los cinco (5) días siguientes, cuya decisión será apelable ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez (…)”. 

En el caso bajo estudio, Colpensiones reconoció que la accionante presentó dentro del término oportuno su inconformidad en contra del Dictamen de invalidez proferido en su nombre; sin embargo, refiere que, a efectos de determinar cuál sería la Junta Regional que debería dirimir la controversia suscitada, y también para garantizar que no se presente una suplantación de identidad, por cuanto los datos suministrados para efectos de notificación en el recurso no coinciden con la información obrante en el expediente administrativo.
Frente al particular, la Sala considera, al igual que el Juez de instancia, que los argumentos presentados por Colpensiones no son desproporcionados, y es que no podemos desconocer que las entidades administradoras de pensiones cuentan con una normativa interna para cada tipo de trámite, lo que garantiza que exista orden armonía en la resolución de los conflictos, peticiones y demás trámites que allí se reciben diariamente en multitud; por esa razón, en principio, quien presenta algún reclamo ante dichas entidades, debería presentar la documentación mínima que se requiera para poder edificar un pronunciamiento de fondo en los términos esperados, pues como viene de verse, el hecho de tener que hacer requerimientos adicionales para complementar o actualizar su información, podría incidir en muchas oportunidades para que no se pueda emitir un pronunciamiento con igual eficacia y celeridad que si se aportara toda la documentación a través de los canales dispuestos para tal fin.   

De manera que esta Colegiatura no avizora en esta ocasión el posible interés por parte de Colpensiones en dilatar el cumplimiento de sus funciones legales, por ejemplo, tardando la remisión del expediente a la Junta Regional de Calificación de Invalidez, máxime si no hay certeza de cuál de ellas debería recibir el asunto, si la del Quindío o la de Risaralda.

Además, debemos tener en cuenta que Colpensiones efectuó un requerimiento oportuno a su afiliada para que actualizara sus datos, y la interesada, en vez de proceder en tal sentido, prefirió tomar la vía más fácil que era la de interponer una acción de tutela, sin que se encuentre en este punto justificación para ello.
Atendiendo lo argumentado hasta ahora, no le queda a la Colegiatura otra alternativa diferente que confirmar la decisión de primera instancia, y, acorde con la respuesta posterior allegada por esa entidad, en la que daba cuenta del pago de los honorarios que se ordenaron en la sentencia revisada, declarar la carencia de objeto por hecho superado.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con ocasión de la acción de tutela instaurada por parte de la señora MARINA MEJÍA BERNAL en contra de COLPENSIONES. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
�“La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad, en los términos que establezca la Ley. (…) Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la Seguridad Social. (…)”


� Artículo 4º Ley 1562 de 2012


� Artículo 3º Ley 1562 de 2012
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